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SALA SEGUNDA

EXCMOS.  SRES. :

Don Luis L6pez Guerra.

Don Eugenio Dfaz n imi l .

Don Alvaro Rodrfg\ez Berei jo.

Don José Gabaldón López.

Don Julio D. González Campos.

Don Car les Viver  i  P i -Sunyer .

La Sala ha

suspensión deL recurso de

Javier de la Llosa Larena.

0 0499534
- l_-

NI IM.  REGISTROz 759 /L992.

ASIjNTO: Recurso de amparo pro-

movido por don Francisco Javier

de la  LLosa Larena.

SOBRE: Sentencia de 1a Sección

Tercera de la Audiencia Provin-

cial de Bilbao que desestima el

recurso de apelación interpues-

to contra la del Juzgado de l-o

Penal nr1m. 2 de Ia misma ciudad

en deli to de descubrimiento y

revelación de secretos.

examinado la pieza separada de

amparo interpuesto por don Francisco

I. ANTECEDENTES

1. Por escrito que tuvo entrada en el Registro Ge-

nera l -  de este Tr ibunal  e l  25 de marzo de L992,  don Luis  Pulgar

Arroyo, Procurador de Los Tribunales, en nombre y

representación de don Francisco Javier de Ia Llosa Larena'

formula recurso de amparo contra l-a Sentencia de la Sección

Tercera de 1a Audiencia Provincial de Bilbao, de 22 de enero de

L992, desestimatoria del recurso de apelación planLeado contra

la dictada por eI Juzgado de 1o Penal nr1m. 2 de f a misma

ciudad, en el procedimiento abreviado núm. 252/Lgg2, que 1o

condenó por un deli to de descubrimiento y revelación de

sec re tos .
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2.  E1 recurso t iene su or igen en los eiguientes

antecedentes de hecho:

A) A ralz de que en el año L984 el actor faci l i ta-

se a la empresa para la que trabajaba 1os planos de una maqui-

naria que comerciaLizaba otra empresa en la que aquél habfa

prestado sus servicios, y a l-os que habfa tenido acceso en

razón a su vinculación Jaboral anterior, €1 Juzgado de Io Penal

nr1m. 2 de gifbao condenó al demandante, como autor de un delit,o

de descubrimiento y revel-ación de secretos, a una pena de dos

meaes de arresto mayor ,  mul ta  de L00.000 pts .  con arresto

sustitutorio en caso de impago, accesorias, costas y abono de

Ia indennización que se determine en ejecución de Sentencia.

B) Frente a dicha resolución, interpuso recurso de

apelación alegando que durante Ia sustanciación del proceso en

primera instancia se habfan producido di laciones indebidas, por

1o gü€r unidas al t iempo transcurrido desde la comisión de los

hechos a la interposición de la querel la por la entidad

per jud icada,  debfa declararse prescr i to  eI  de l i to  o,  en su

caso, apreciarse la concurrencia de una atenuante analógica de

"d i lac iones indebidas"  .

La Audiencia Provincial, por su parte, desest, imó

este motivo de recurso en atención a que el derecho a un proce

so sin di l-aciones indebidas y e1 insti tuto de la prescripción

constituyen entidades jurfdicas diferentes, y aunque reconoció

la existencia de di laciones indebidas en el proceso LQE.r tal

decLarac ión,  decÍa,  sóIo puede tener  efectos indemnizator ios,

mientras que la prescripción, Por el- cont,rarioractúa sobre la

responsabi l idad cr iminal .

3. El actor comienza su demanda haciendo un cómpu-

to del perfodo de paralización det procesor €rl eI que suma eI
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transcurrido desde la comisión de fos hechos a la formalización

de Ia quere l la  (39 meses)  a 1os t iempos en gue 1a causa ha es-

tado paral izada en su tramitación judicial, si bien reconoce

que fue la acusación part icular la responsabLe de más de la mi-

tad de las para l izac iones.  Todo e l lo  to taLiza un per iodo de

cinco años gü€r unido a "otros dfas sueLtos" darfan como

conclus ión que eI  de l i to  habr la  prescr i t ,o .

Part iendo de la base de que Ia propia Sala de ape-

lación reconoce en su Sentencia que e1 derecho fundamental a un

proceso sin di laciones indebidas ha sido vulnerado, trae a co-

lación una Sentencia de Ia Sección Primera de la Audiencia Pro-

vincial- de Bilbao segrln l-a cual el restablecimienLo de1 derecho

a un proceso sin diLaciones indebidas de1 altf  inculpado, debfa

girar en torno a la no ejecución de Ia pena privativa de l iber-

tad. ElIo supone entender que el Tribunal, vinculado por eI

mandato normat ivo más fuer t ,e  del  ar t .  24.2 C.8. ,  está obl igado

a impedir por sí mismo que se produzcan las consecuencias

gravosas derivadas de la vulneración de1 derecho fundamental,

por Io que está obtigado a declarar que no ha lugar a proceder

a 1a e jecución de la  pena.

Por t,odo Lo ant,erior, sol icita de este Tribunal que

declare vuLnerado su derecho a un proceso sin di laciones inde-

bidas y que dict,e Sentencia que declare la improcedencia de

ejecutar Ia pena impuesta. Mediante otrosi i-nteresa igualmente

que se decrete la suspensión de la ejecución de Ia sentencia

ahora recurrida.

4.  En prov idencia de 6 de ju l io  de L992,  la

Sección Cuarta de la Sala Segunda de este Tribunal acordó, de

conformidad con l-o dispuesto en eL art,.  50.3 de Ia LOTC'

conceder al demandant,e de amparo y al Minist,erio Fiscal eI

plazo común de diez dfas para que formulasen, con las

aportaciones documental-es que procedan, las alegaciones que

estimen pert inentes en relación con 1a carencia manif j-est 'a de
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cont,enido constitucional de Ia demanda t Y t evacuadas éstas

únicamente por el Ministerio Fiscal, mediante nueva providencia

de 19 de octubre de L992, acordó admit, ir  a t 'rámite 1a demanda

de amparo.

5.  Por  prov idencia de la  misma fecha,  fa  Sección

decidió formar la oportuna pieza separada para La t,ramitación

de1 incidente de suspensión, Yt conforme determina eL art. 56

LOTC, conceder un plazo común de tres dfas a 1a parte

recurrente y aI Ministerio Fiscal para que alegasen lo que

tuvieran por concerniente sobre dicha suepensión.

6.  Únicamente e}  F iscal r  € t r  escr i to  reg is t rado e l

31 de octubre de L992,  formuló sus a legaciones.  Tras recordar

la facultad que al respecto otorga e] art. 56 LOTC y que, tra-

tándose de resoluc iones jud ic ia les,  e l  cr i ter io  genera l  es la

no suspensión habida cuenta el interés general que se desprende

de su ejecución, afirma que este Tribunal viene declarando que

la ejecución de la Sent,encia en 1o relativo a las penas

privativas de l ibertad ocasionarfa aI recurrente un perjuicio

que harfa perder al amparo su f inal idad. No ocurre esto, sin

embargo, con las penas pecuniariasr como Ia multa, 9ü€, caso de

prosperar el- amparo, podrían devol-verse al recurrente y resta-

blecer de esta manera eL derecho por razón del cual se formula

e I  recu rso .

En eI  caso de autos,  la  e jecución de la  pena pr iva-

t, iva de l ibertad o sus accesorias harfan perder al hipotético

amparo su f inal idad, por Io que procede su suspensión. No asf

la de 1a pena de multa, según Ia doctrina expuest'a.

En consecuenc:-a,

suspensión de 1a ejecución de

sus accesor ias y del  arresto

del impago de 1a muLt,a.

e1 Fiscal  no se opone a la

1a pena privativa de l ibertad, de

sustitutorio, €D E¡u caso, derivado
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II.  FUNDA}{ENTOS JURIDICOS

L.  EI  ar t .  56 de la  LOTC facul ta  a este Tr ibunal

para adoptar las medidas cautelares necesarias que eviten que

los recuraos de amparo resuLt,en ineficaces. Estas medidas han

de ir encaminadas a impedir exclusivamente aquellos perjuicios

irreparables que hagan perder a1 amparo su f inal idad. Por este

motivo, la jurisprudencia que ha desarrol lado este precepto ha

tratado de evit,arr €Ir 1o posible, que Ia suspensión de la eje-

cución del acto de los poderes públicos por raz6n del cual- se

pide el amparo, perturbe eI interés general existente en la

efectividad de las resoluciones judiciaLes, de manera que se

garantice, aI mismo t iempo, ef derecho fundamental de todas las

partes procesales a obtener la tutela judicial de sus derechos

e int,ereses legit, imos sin di laciones indebidas.

2. Estos cr i ter ios latentes en el  ar t .  56 LOTC

pernit,en decretar, como este Trj-bunal ha señalado en reiteradae

ocasiones, la suspensión provis ionaL de la ejecución de 1a pena

privativa de l ibertad, pues, de 1o contrario, aI ser en este

caso la misma de corta duración, €1 amparo podrfa perder su fi-

nal idad si  aquel la se hubiera ejecutado (AATC 98/L983 t

L7g /Lg84 ,  275 /1986 ,  L36g /L987  y  LL6 /LggO,  en t re  o t ros ) .  Por  su

parte, 1as pena6 accesorias deben seguir Ia misma suerte de la

pena principal a la qué acompañan, por 1o que también deben ser

suspendidas (AATC de 5 de sept,iernbre de 1991 en recurso de

amparo Ll09/1991i  de 8 de junio de L992r €r recurso amparo

L720/L99L y de 6 de ju l io de L992 en recurso de amparo

550 /L992 ' , )  .

Por eI contrario, no es este eL caso de la pena de

mult,a, puesto que La satisfacción de la misma no representa un

daño irremediable, siendo el arresto sustitutorio en caso de
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impago una event,uaLidad aún no planteada; sin que proceda por

tant,or €n este momento su suspensión.

3. EI aludido interés general en el cumplimiento

de l-as Sentencias y la necesidad de evitar los perjuicios que a

Los beneficiarios de las indemnizaciones causarfa la demora en

su percepción, hacen procedent,e no suspender eI abono de las

indemnizaciones, atln pendientes de l iquidación' y de las cosLas

procesales, pues tratándose del pago de cantidades pecuniarias,

debe entenderse, en principio, reversible su cumplimient'o.

En atención a todo 1o expuesto, la SaIa acuerda

suspender la ejecución de 1as Sentencias pronunciadas en grado

de apelación por la Sección Tercera de la Audiencia Provincial

de Bi lbao e l  22 de enero de L992,  Y et r  pr imera instanc ia por  e}

Juzgado de l-o PenaL núm. 2 de Ia misma ciudad, en la causa

252/L992¡  €o Io  que afecta a las penas pr ivat iva de l iber tad y

accesorias impuestas al recurrente, y no acceder a la

euspensión de Ia  pena de mul ta ,  costas e indemnizac iones,

pendientes est,as últ imas de su determinación en ejecución de

Sentencia,  f i jadas en las ind icadas resoluc iones.

Madrid, treinta de rnovisrnh'e de mil novecienLos

noventa y  dos.
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